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Ley 36/2007, de 16 de noviembre, por la que se modifica la Ley
13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos
propios y obligaciones de información de los intermediarios
financieros y otras normas del sistema financiero.

Juan Carlos I, Rey de España

A todos los que la presente vieren y entendieren. Sabed:
Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente
Ley.

PREÁMBULO

I

La supervisión prudencial de las entidades de crédito persigue garantizar la
estabilidad del sistema financiero español, previniendo la aparición de crisis
entre aquellas entidades que conforman su tejido. La razón última de esta
política cautelar reside en la especial importancia que, para el adecuado
funcionamiento de la economía, tiene el papel desempeñado por las entidades
de crédito en la canalización del ahorro hacia la inversión.

Al margen del empleo de otros instrumentos, el requerimiento de niveles
mínimos de recursos propios, ajustados técnicamente a sus verdaderas
necesidades y riesgos, se considera como uno de los elementos principales de
control de la solvencia de las entidades de crédito.

En un contexto de mercados financieros internacionales, la regulación de la
solvencia de las entidades de crédito no puede ser exclusivamente nacional,
pues las diferencias entre regulaciones crearían ventajas y desventajas
artificiales en términos de competitividad entre las entidades de diferentes
países. Por ello, a través de proyectos de armonización internacional, se están
tomando medidas para converger en los criterios prudenciales sobre exigencias
de recursos propios de los intermediarios financieros de cada país.

En el marco de los mencionados proyectos, en 1988 el Acuerdo de Capital de
Basilea introdujo un conjunto de normas comunes para el cálculo de los
requerimientos de recursos propios necesarios para hacer frente al riesgo de
crédito, con el objetivo básico de asegurar la igualdad competitiva y la
estabilidad del sistema bancario internacional. Si bien en un principio este
modelo sólo se debía aplicar a los grandes bancos internacionalmente activos,
en la práctica se impuso como base de la regulación de la solvencia de las
entidades de crédito en más de cien países. En particular, la Unión Europea
adoptó la Directiva 2000/12/CE que trataba los riesgos para las instituciones
debidos a su actividad de concesión de préstamos, y la Directiva 93/6/CEE,
sobre la adecuación del capital de las empresas de inversión y las entidades de
crédito.
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A pesar de que el Acuerdo de Basilea de 1988 dio respuestas sencillas y
adecuadas al momento, transcurridos casi veinte años, se ha percibido la
inadaptación del mismo a la medición y gestión de los riesgos de un sector
financiero que, paulatinamente, ha ido introduciendo nuevos y cada vez más
sofisticados procedimientos y sistemas.

Por ello, la necesaria revisión se abordó en el ámbito internacional con el Nuevo
Acuerdo de Capital de Basilea de 2004 que, posteriormente, se incorporó al
acervo comunitario a través de la Directiva 2006/48/CE, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2006, relativa al acceso a la actividad
de las entidades de crédito y a su ejercicio (refundición), y de la Directiva
2006/49/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2006,
sobre la adecuación del capital de las empresas de inversión y las entidades de
crédito (refundición). La primera de estas dos Directivas es la que se transpone
parcialmente al ordenamiento jurídico español mediante la presente Ley.

La nueva Directiva 2006/48/CE busca aproximar la medición de riesgos
realizada por el supervisor a los propios mecanismos de medición de las
entidades, reconociendo, a su vez, que el tratamiento de la solvencia bancaria
debe consistir en algo más que en la simple fijación de un coeficiente de
recursos propios mínimos, y estimulando el desarrollo de adecuados
procedimientos internos de gestión de riesgos. De este modo, a los objetivos
fundamentales de asegurar un nivel de solvencia suficiente y lograr una
igualdad competitiva entre los bancos, se añaden los de hacer el capital
regulatorio exigido más sensible a los riesgos reales e incentivar una mejor
gestión de los riesgos por parte de las entidades.

Con estos objetivos, tanto el Nuevo Acuerdo de Capital de Basilea como la
Directiva 2006/48/CE, han desarrollado un conjunto de medidas estructuradas
sobre la base de tres pilares que se refuerzan mutuamente. Cada uno de estos
pilares representa un enfoque diferente de la supervisión: el primero pone
énfasis en la adopción de reglas uniformes y determina los requerimientos
mínimos de recursos propios; el segundo pone en marcha todo un sistema de
revisión supervisora con el objetivo de fomentar la mejora de la gestión interna
de los riesgos de las entidades; y el tercero responde al efecto disciplinario que
ejerce el escrutinio del mercado, obligando a las entidades a divulgar ante éste
información sobre los aspectos clave de su perfil de negocio, exposición al
riesgo y formas de gestión del riesgo.

II

La presente Ley aborda la estricta transposición de la mencionada Directiva
2006/48/CE. Se trata, no obstante, de una transposición parcial en la medida
en que la especificación técnica de buena parte de la norma comunitaria hace
necesario culminar el proceso de transposición en disposiciones de rango
inferior.
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El artículo único de esta Ley contiene las modificaciones realizadas en la Ley
13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y
obligaciones de información de los intermediarios financieros. En primer lugar,
se modifica la rúbrica del título II de dicha Ley para adaptarlo mejor a su nuevo
contenido. De este modo pasa de denominarse Coeficiente de solvencia y
limitaciones a la actividad de las entidades de crédito por razones de solvencia,
a llamarse Recursos propios mínimos y limitaciones a la actividad de las
entidades de crédito por razones de solvencia. Con este cambio se refleja el
hecho de que la nueva instrumentación del régimen de recursos propios
mínimos exigidos va mucho más allá del establecimiento de un mero
coeficiente.

En lo que concierne a los requerimientos mínimos de recursos propios de las
entidades de crédito y frente a la anterior redacción de la Ley, que dejaba al
desarrollo reglamentario la determinación de las clases de riesgo a cubrir, el
nuevo articulado pretende establecer, en sede legal, las grandes orientaciones
previas al desarrollo reglamentario incluyendo, asimismo, un abanico más
extenso de riesgos a cubrir. Se prevé, a su vez, el desarrollo reglamentario de
los métodos de cálculo de esas exigencias de recursos propios. Concretamente,
será el Banco de España quien determine las condiciones necesarias para poder
utilizar los métodos más avanzados de medición del riesgo. Se permite, como
relevante novedad, la utilización de calificaciones externas de crédito, para
algunos de dichos métodos, efectuadas por empresas reconocidas por el Banco
de España. Asimismo, se obliga a las entidades a poner en marcha
procedimientos internos de evaluación de la adecuación del capital.

En tercer lugar, se refiere el amplio conjunto de competencias que han de
permitir al Banco de España ejecutar eficazmente la normativa de solvencia de
las entidades de crédito contenida en la propia Ley 13/1985. En especial, se
hace alusión al funcionamiento de la supervisión en base consolidada
comunitaria, tanto cuando esta corresponda al Banco de España, como cuando
el Banco de España tenga la obligación de cooperar con el supervisor de la
Unión Europea que ostente dicha categoría. Por último, se regulan las
obligaciones de divulgación del propio Banco de España frente al público. Entre
estas últimas, la más importante es la obligación de divulgar periódicamente los
criterios y metodologías que el propio Banco de España sigue en la aplicación
de las nuevas competencias que le atribuye esta Ley.

En cuarto lugar, se concretan las obligaciones de divulgación al público,
especialmente a las partes interesadas del mercado financiero, que habrán de
cumplir las entidades de crédito. Existirá el deber de publicación anual de un
documento denominado Información con relevancia prudencial. Los contenidos
mínimos de este documento los fijará el Banco de España para asegurar que
son comparables entre entidades, pero cada una de estas deberá fijar una
política formal de divulgación de información sobre su propia solvencia al
público. El Banco de España tutelará el cumplimiento de estas obligaciones de
divulgación de las entidades de crédito.
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Finalmente, se otorgan al Banco de España nuevas facultades ejecutivas que,
sin perjuicio de su potestad sancionadora, le sirvan para ejercer su labor de
disciplina en cuanto al cumplimiento de las obligaciones de solvencia por las
entidades de crédito.

III

Motivos de cautela han conducido a introducir en esta Ley una disposición
transitoria que establece un límite inferior a las exigencias de recursos propios
mínimos previstas en la Ley, durante los dos años posteriores a su entrada en
vigor. Con estos límites se pretende mantener cierta prudencia, pues la
dificultad de evaluar los enormes cambios en los cálculos de los requisitos de
recursos propios mínimos que entrañará esta Ley y sus disposiciones de
desarrollo, podría hacer peligrar el objetivo de estabilidad financiera si los
recursos propios exigidos a las entidades cayeran drásticamente tras la entrada
en vigor de la nueva regulación.

La presente Ley cuenta, además, con dos disposiciones finales destinadas a
modificar respectivamente el Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de
junio, sobre Adaptación del Derecho vigente en materia de Entidades de Crédito
al de las Comunidades Europeas, y la Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina
e intervención de las Entidades de Crédito. En el primer caso, el objetivo es
introducir las referencias relativas a la necesaria coordinación del Banco de
España con otras autoridades competentes comunitarias y extracomunitarias.
En particular, se concretan los términos que regirán el intercambio de
información entre autoridades competentes en el marco de la supervisión en
base consolidada. En el segundo caso, el objetivo es el de ajustar los tipos
infractores, las obligaciones de las entidades y las facultades del Banco de
España al conjunto de la nueva regulación sobre solvencia. En particular,
destaca la nueva obligación para el ejercicio de las actividades de las entidades
de crédito de contar con una estructura organizativa adecuada, con líneas de
responsabilidad bien definidas, transparentes y coherentes, que transpone la
obligación recogida en la Directiva 2006/48 como la exigencia de dotarse de
sólidos procedimientos de gobierno corporativo. En cuanto a las infracciones, se
crean nuevos tipos infractores muy graves y graves vinculados a
incumplimientos de obligaciones relativos a: las exigencias de recursos propios,
las deficiencias en las estructuras organizativas o en los mecanismos de control
interno de las entidades, el quebrantamiento del deber de divulgación de
información prudencial u otros incumplimientos de políticas específicas exigidas
por el Banco de España.

Concluye la Ley con la disposición final que establece los títulos competenciales
al amparo de los cuales se aprueba aquélla, con la que habilita al Gobierno para
su desarrollo, con la que informa de la incorporación de Derecho comunitario
mediante la presente Ley, y con la que fija su entrada en vigor en el día 1 de
enero de 2008.
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Artículo único. Modificación de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de
coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de los
intermediarios financieros.

La Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios
y obligaciones de información de los intermediarios financieros, queda
modificada como sigue:

Uno. La rúbrica del título segundo queda redactada del siguiente modo:

TÍTULO II. RECURSOS PROPIOS MÍNIMOS Y LIMITACIONES A LA
ACTIVIDAD DE LAS ENTIDADES DE CRÉDITO POR RAZONES DE
SOLVENCIA.

Dos. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo:

1. Los grupos consolidables de entidades de crédito, así como las
entidades de crédito integradas o no en un grupo consolidable de
entidades de crédito, deberán mantener en todo momento un volumen
suficiente de recursos propios en relación con las inversiones realizadas y
los riesgos asumidos. En especial, dispondrán en todo momento de
fondos superiores o iguales a la suma de las siguientes exigencias de
recursos propios mínimos:

a. Respecto de todas sus actividades con excepción de las de cartera
de negociación, las exigencias de recursos propios determinadas
con arreglo al método de cálculo establecido reglamentariamente
para el riesgo de crédito y el riesgo de dilución;

b. Respecto de sus actividades de cartera de negociación, las
exigencias de recursos propios determinadas con arreglo al
método de cálculo establecido reglamentariamente para el riesgo
de posición, el riesgo de liquidación y el riesgo de contraparte y,
en la medida en que se autorice, para los grandes riesgos que
superen los límites establecidos reglamentariamente;

c. Respecto de todas sus actividades, las exigencias de recursos
propios determinadas con arreglo al método de cálculo
establecido reglamentariamente para el riesgo de tipo de cambio
y el riesgo sobre materias primas;

d. Respecto de todas sus actividades, las exigencias de recursos
propios determinadas con arreglo al método de cálculo
establecido reglamentariamente para el riesgo operacional.

2. Reglamentariamente se determinarán los métodos de cálculo de estas
exigencias de recursos propios, la ponderación de las diferentes
inversiones, operaciones o posiciones, los posibles recargos por el perfil
de riesgos de la entidad y las técnicas admitidas para la reducción del
riesgo de crédito.
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La utilización a esos fines de calificaciones externas de crédito requerirá
que la empresa que las efectúe haya sido reconocida a tal efecto por el
Banco de España, de acuerdo con los criterios que establezca para ello y
valorando, en todo caso, la objetividad, independencia, transparencia y
continua revisión de la metodología aplicada, así como la credibilidad y
aceptación en el mercado de las calificaciones de crédito realizadas por
dicha empresa. Será exigible la autorización del Banco de España, en las
condiciones que éste determine, para utilizar a esos mismos fines las
calificaciones internas de crédito o métodos internos de medición del
riesgo operacional y del riesgo de mercado desarrollados por las propias
entidades.

3. Por el mismo procedimiento reglamentario se podrán imponer límites
máximos a las inversiones en inmuebles u otros inmovilizados; a las
acciones y participaciones, a los activos, pasivos o posiciones en moneda
extranjera; a los riesgos que puedan contraerse con una misma persona,
entidad o grupo económico; y, en general, a aquellas operaciones o
posiciones que impliquen riesgos elevados para la solvencia de las
entidades. Los límites podrán graduarse atendiendo a las características
de los diferentes tipos de entidades de crédito.

4. Los grupos consolidables de entidades de crédito, así como las
entidades de crédito no integradas en uno de estos grupos
consolidables, dispondrán específicamente de estrategias y
procedimientos sólidos, eficaces y exhaustivos a fin de evaluar y
mantener de forma permanente los importes, los tipos y la distribución
del capital interno que consideren adecuados para cubrir la naturaleza y
el nivel de los riesgos a los cuales estén o puedan estar expuestos.
Dichas estrategias y procedimientos serán periódicamente objeto de
examen interno a fin de garantizar que sigan siendo exhaustivos y
proporcionales a la índole, escala y complejidad de las actividades de la
entidad de crédito interesada.

Tres. El artículo 8 queda redactado del siguiente modo:

1. Para el cumplimiento de las exigencias de recursos propios y, en su
caso, de las limitaciones previstas en los artículos 6 y 10, las entidades
de crédito consolidarán sus estados financieros con los de las demás
entidades de crédito y entidades financieras que constituyan con ellas
una unidad de decisión. A los mismos fines, las entidades de crédito que
no tengan entidades dependientes deberán elaborar unos estados
financieros en los que apliquen criterios análogos a los de la
consolidación si tienen participaciones en el sentido indicado en el primer
párrafo del artículo 47.3 del Código de Comercio, o, de manera directa o
indirecta, al menos el 20 % del capital o de los derechos de voto en otra
entidad financiera.
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Todas las entidades o empresas que integren los grupos consolidables de
entidades de crédito velarán porque sus sistemas, procedimientos y
mecanismos sean coherentes, estén bien integrados y resulten
adecuados para disponer de la información necesaria para el
cumplimiento de las normas exigibles al grupo, así como para facilitar
cualquier tipo de datos e información pertinentes a efectos de
supervisión.

2. A los efectos de esta Ley, para determinar si varias entidades
constituyen una unidad de decisión se atenderá a los criterios previstos
en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

3. Se considerará que un grupo de entidades financieras constituye un
grupo consolidable de entidades de crédito cuando se dé alguna de las
circunstancias siguientes:

a. Que una entidad de crédito controle, de acuerdo con el artículo 42
del Código de Comercio, a las demás entidades.

b. Que la entidad dominante sea una entidad cuya actividad principal
consista en tener participaciones en entidades de crédito.

c. Que una empresa cuya actividad principal consista en tener
participaciones en entidades financieras, una persona física, un
grupo de personas físicas que actúen sistemáticamente en
concierto, o una entidad no consolidable con arreglo a esta Ley,
controlen a varias entidades financieras, siendo al menos una de
ellas una entidad de crédito, y siempre que las entidades de
crédito sean las de mayor dimensión relativa entre las entidades
financieras, de conformidad con los criterios que establezca al
efecto el Ministro de Economía y Hacienda.

4. Reglamentariamente se determinarán los tipos de entidades
financieras que deberán incluirse en el grupo consolidable de entidades
de crédito a que se refiere el número anterior.

En todo caso, formarán parte del grupo consolidable:

d. Las entidades de crédito.
e. Las empresas de servicios de inversión.
f. Las Sociedades de Inversión de Capital Variable.
g. Las Sociedades Gestoras de Instituciones de Inversión Colectiva,

así como las Sociedades Gestoras de Fondos de Pensiones cuyo
objeto exclusivo sea la administración y gestión de los
mencionados Fondos.

h. Las Sociedades Gestoras de Fondos de Titulización Hipotecaria y
de Fondos de Titulización de Activos.

i. Las Sociedades de Capital Riesgo y las Gestoras de Fondos de
Capital Riesgo.
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j. Las entidades cuya actividad principal sea la tenencia de acciones
o participaciones, salvo que se trate de sociedades financieras
mixtas de cartera sometidas a supervisión en el nivel de
conglomerado financiero.

Asimismo formarán parte del grupo consolidable las sociedades
instrumentales cuya actividad principal suponga la prolongación del
negocio de alguna de las entidades incluidas en la consolidación, o
incluya la prestación a estas de servicios auxiliares.

5. El Banco de España podrá autorizar o exigir la exclusión individual de
una entidad de crédito o de una entidad financiera, que sean filiales o
participadas, del grupo consolidable de entidades de crédito, o de las
entidades participadas a que se refiere el apartado 1:

k. Cuando la empresa de que se trate esté situada en un Estado no
miembro de la Unión Europea en el que existan obstáculos
jurídicos para la transmisión de la información necesaria;

l. Cuando la empresa de que se trate no presente un interés
significativo, a juicio de las autoridades competentes, con
respecto a los objetivos de la supervisión de las entidades de
crédito y, en cualquier caso, cuando el total del balance de la
empresa de que se trate sea inferior al más bajo de los dos
importes siguientes: 10 millones de euros o el 1 % del total del
balance de la entidad dominante del grupo o de la entidad
individual que posea la participación;

m. Cuando la consolidación de dicha entidad resulte inadecuada o
pueda inducir a error desde el punto de vista de los objetivos de
la supervisión de dicho grupo.

Cuando, en los casos contemplados en la letra b, varias empresas
respondan a los criterios allí mencionados, deberán no obstante incluirse
en la consolidación siempre que el conjunto formado por tales empresas
presente un interés significativo con respecto a los objetivos.

6. A los efectos indicados en el apartado 1 de este artículo, las entidades
aseguradoras no formarán parte de los grupos consolidables de
entidades de crédito.

7. Reglamentariamente podrá regularse la forma en que las reglas que
esta Ley determina sobre recursos propios y supervisión de los grupos
consolidables de entidades de crédito deban ser aplicables a los
subgrupos de entidades de crédito, entendiéndose por tales aquellos
que, incluyendo entidades de tal naturaleza se integren, a su vez, en un
grupo de mayor extensión.

Asimismo, se podrá regular la forma en que las indicadas reglas se
aplicarán a las entidades de crédito afiliadas a un organismo central,
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siempre que éste las controle, dirija, garantice sus obligaciones y se
cumplan los demás requisitos que se prevean al efecto.

De igual forma podrá regularse el modo de integración del subgrupo en
el grupo, y la colaboración entre los organismos supervisores.

8. Cuando existan entidades extranjeras susceptibles de integrarse en un
grupo consolidable de entidades de crédito, reglamentariamente se
regulará el alcance de la supervisión en base consolidada a cargo del
Banco de España, atendiendo, entre otros criterios, al carácter
comunitario o extracomunitario de las entidades, su naturaleza jurídica y
grado de control.

9. Para el cumplimiento del deber de formular las cuentas consolidadas
que establece el Código de Comercio, cuando no se apliquen las normas
de contabilidad aprobadas por los reglamentos de la Comisión Europea,
se utilizarán las normas que se determinen según el procedimiento y
criterios previstos en el primer párrafo del apartado 1 del artículo
siguiente en los grupos de sociedades:

n. Cuya sociedad dominante sea una entidad de crédito;
o. Cuya sociedad dominante tenga como actividad principal la

tenencia de participaciones en entidades de crédito;
p. En los que, incluyendo a una o más entidades de crédito, la

actividad de éstas sea la más importante dentro del grupo.

Cuatro. El apartado 4 del artículo 9 queda redactado del siguiente modo:

4. Reglamentariamente se determinarán las condiciones en las que el
Banco de España podrá no exigir el cumplimiento individual íntegro de
las exigencias de recursos propios a las entidades de crédito españolas
integradas en un grupo consolidable de entidades de crédito de los
indicados en las letras a y b del artículo 8.3. Así mismo, el Banco de
España podrá adoptar otras medidas para asegurar una distribución
adecuada de los recursos propios y riesgos entre las entidades que
compongan el grupo consolidable y, en todo caso, vigilará la situación
individual de solvencia de cada una de las entidades de crédito que
integren dichos grupos.

Cinco. Se introducen dos nuevos artículos 10 bis y 10 ter que quedan
redactados del siguiente modo:

Artículo 10 bis.

1. Corresponderá al Banco de España, en su condición de autoridad
responsable de la supervisión de las entidades de crédito y sus grupos
consolidables:
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a. Revisar los sistemas, sean acuerdos, estrategias, procedimientos o
mecanismos de cualquier tipo, aplicados para dar cumplimiento a
la normativa de solvencia contenida en esta ley y en las
disposiciones que la desarrollen;

b. Evaluar los riesgos a los cuáles están o pueden estar expuestos; y
c. A partir de la revisión y evaluación mencionadas en las letras

precedentes, determinar si los sistemas mencionados en la letra a
y los fondos propios mantenidos garantizan una gestión y
cobertura sólidas de sus riesgos.

d. Elaborar y publicar guías, dirigidas a las entidades y grupos
supervisados, indicando los criterios, prácticas o procedimientos,
que considera adecuados para favorecer una adecuada evaluación
de los riesgos a que están o puedan estar expuestos así como el
mejor cumplimiento de las normas de ordenación y disciplina de
los sujetos supervisados. Dichas guías podrán incluir los criterios
que el propio Banco de España seguirá en el ejercicio de sus
actividades de supervisión.

A tal fin, el Banco de España podrá hacer suyas, y transmitir como tales
a las entidades y grupos, las guías que, sobre dichas cuestiones,
aprueben los organismos o comités internacionales activos en la
regulación y supervisión bancarias.

Los análisis y evaluaciones mencionados en las letras a y b anteriores se
actualizarán con periodicidad al menos anual.

2. Corresponderá al Banco de España, en su condición de autoridad
responsable del ejercicio de la supervisión de los grupos consolidables de
entidades de crédito y en relación con las autoridades supervisoras de la
Unión Europea:

e. Coordinar la recogida de información y difundir entre las restantes
autoridades responsables de la supervisión de entidades del grupo
la información que considere importante en situaciones tanto
normales como urgentes.

f. Planificar y coordinar la totalidad de las actividades de supervisión
en situaciones tanto normales como urgentes, incluso en relación
con las actividades contempladas en el apartado 1 de este
artículo.

g. Cooperar estrechamente con otras autoridades competentes con
responsabilidad supervisora sobre las entidades de crédito
extranjeras matrices, filiales o participadas del mismo grupo en los
términos previstos en el artículo 6º del Real Decreto Legislativo
1298/1986, de 28 de junio.

En particular, el Banco de España cooperará con las mencionadas
autoridades competentes en la concesión de la autorización para
el uso de calificaciones internas de crédito o métodos internos de
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medición del riesgo operacional a aplicar en los grupos españoles
de entidades de crédito y en la determinación de las condiciones,
a las cuales, en su caso, deberá estar sujeta.

Las solicitudes de autorización mencionadas en el párrafo
anterior, presentadas por una entidad de crédito matriz de la
Unión Europea y sus filiales o, conjuntamente, por las filiales de
una sociedad financiera de cartera matriz de la Unión Europea, se
dirigirán al Banco de España, en su condición de autoridad
responsable del ejercicio de la supervisión de los grupos
consolidables de entidades de crédito.

En estos supuestos, en un plazo no superior a seis meses, el
Banco de España promoverá la adopción de una decisión conjunta
sobre la solicitud con las demás autoridades competentes de otros
Estados miembros encargadas de la supervisión de las distintas
entidades integradas en el grupo. La resolución motivada que
recoja esta decisión conjunta será notificada al solicitante por el
Banco de España.

El período al que se alude en el párrafo anterior comenzará en la
fecha de recepción de la solicitud completa por el Banco de
España. El Banco de España remitirá dicha solicitud sin demora a
las demás autoridades competentes.

En ausencia de una decisión conjunta entre el Banco de España y
las demás autoridades competentes en el plazo de seis meses, el
Banco de España resolverá sobre la solicitud. La resolución
motivada tendrá en cuenta las opiniones y reservas de las demás
autoridades competentes expresadas a lo largo del plazo de seis
meses. La resolución motivada será notificada al solicitante y a las
demás autoridades competentes por el Banco de España.

En el caso del procedimiento equivalente que rija, conforme a lo
previsto en la Directiva 2006/48/CE, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 14 de junio de 2006, relativa al acceso a la actividad
de las entidades de crédito y a su ejercicio, las autorizaciones
antes mencionadas cuando se trate de grupos de entidades de
crédito extranjeros en los que se integre una entidad de crédito
española, el Banco de España, además de cooperar en la decisión
conjunta a adoptar, podrá aceptar, en su caso, las decisiones que
al respecto adopten las autoridades competentes de otros Estados
miembros de la Unión Europea cuando sean éstas las
responsables del ejercicio de la supervisión de aquellos grupos. La
entidad española afectada calculará sus requerimientos de
recursos propios conforme a dicha decisión.
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Reglamentariamente, se podrán concretar los términos del
procedimiento de cooperación a que se refiere esta letra.

h. Suscribir acuerdos de coordinación y cooperación con otras
autoridades competentes que tengan por objeto facilitar y
establecer una supervisión eficaz de los grupos encomendados a
su supervisión y asumir las tareas adicionales que resulten de
tales acuerdos.

i. Advertir, tan pronto como sea posible, al Ministro de Economía y
Hacienda, y a las restantes autoridades supervisoras, nacionales o
extranjeras, afectadas, de la aparición, en una entidad de crédito
o en el seno de un grupo consolidable de entidades de crédito, de
una situación de urgencia que pueda comprometer la estabilidad
del sistema financiero de cualquier Estado miembro de la Unión
Europea en el que hayan sido autorizadas entidades del grupo o
en el que existan sucursales de la entidad o grupo afectados.

3. El Banco de España acumulará datos estadísticos sobre los aspectos
fundamentales de la aplicación de la normativa de ordenación y
disciplina de las entidades de crédito contenida en esta Ley y divulgará
periódicamente, al menos en su página Web, la información siguiente
relativa a dicha normativa:

j. El texto de las disposiciones legales, reglamentarias y
administrativas, así como las orientaciones adoptadas al respecto
en cuanto autoridad responsable del control e inspección de las
entidades de crédito y de sus grupos,

k. El modo en que se han ejercido en España las opciones y
potestades discrecionales permitidas a los Estados miembros por
las directivas de la Unión Europea relativas a la normativa citada,

l. Los criterios y metodología seguidos por el propio Banco de
España para revisar los acuerdos, estrategias, procedimientos y
mecanismos aplicados por las entidades de crédito y sus grupos a
fin de dar cumplimiento a la normativa y para evaluar los riesgos
a los que las mismas están o podrían estar expuestas.

Artículo 10 ter.

1. Los grupos consolidables de entidades de crédito y las entidades de
crédito no integradas en uno de estos grupos consolidables harán
pública, tan pronto como sea viable, al menos con periodicidad anual y
debidamente integrada en un solo documento denominado Información
con relevancia prudencial, información concreta sobre aquellos datos de
su situación financiera y actividad en los que el mercado y otras partes
interesadas puedan tener interés con el fin de evaluar los riesgos a los
que se enfrentan, su estrategia de mercado, su control de riesgos, su
organización interna y su situación al objeto de dar cumplimiento a las
exigencias mínimas de recursos propios previstas en esta Ley.
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El Banco de España determinará la información mínima que deberá ser
objeto de publicación con arreglo al párrafo anterior. En todo caso, las
entidades podrán omitir las informaciones que no tengan importancia
relativa y, con la oportuna advertencia, los datos que consideren
reservados o confidenciales; también podrán determinar el medio, lugar
y modo de divulgación del citado documento.

Se exceptúa de esta obligación a los grupos o entidades de crédito
individuales controlados por otras entidades de crédito o sociedades
financieras de cartera autorizadas o constituidas en otro Estado miembro
de la Unión Europea, salvo cuando entre ellas se encuentre una entidad
de crédito importante, sea de acuerdo con el criterio que la autoridad
responsable de supervisión consolidada del grupo haya comunicado al
Banco de España, sea en criterio de este último en atención a su
actividad en España o a su importancia relativa dentro del grupo.

A esos mismos efectos, los grupos y entidades adoptarán una política
formal para el cumplimiento de dichos requisitos de divulgación, la
verificación de la suficiencia y exactitud de los datos divulgados y de la
frecuencia de su divulgación, y dispondrán de procedimientos que
permitan evaluar la adecuación de dicha política.

Las mismas obligaciones de divulgación serán exigibles, de forma
individual o subconsolidada, a las entidades de crédito españolas o
extranjeras constituidas en otro Estado miembro de la Unión Europea,
filiales de entidades de crédito españolas, en los casos que el Banco de
España así lo considere en atención a su actividad o importancia relativa
dentro del grupo. En el caso de que la obligación afecte a filiales
extranjeras, el Banco de España remitirá la correspondiente resolución a
la entidad española dominante, que estará obligada a adoptar las
medidas necesarias para darle cumplimiento efectivo.

2. Salvo autorización del Banco de España, la divulgación, en
cumplimiento de los requerimientos mercantiles o del mercado de
valores, de los datos a que se refiere el apartado 1, no eximirá de su
integración en la forma prevista por dicho apartado.

3. A las entidades obligadas a divulgar la información a que se refiere el
apartado 1, el Banco de España podrá exigirles:

m. La verificación por auditores o expertos independientes, o por
otros medios satisfactorios a su juicio, de las informaciones que
no estén cubiertas por la auditoria de cuentas,

n. Que divulguen una o varias de dichas informaciones, bien de
manera independiente en cualquier momento, bien con frecuencia
superior a la anual, y a que establezcan plazos máximos para la
divulgación,
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o. Que empleen para la divulgación medios y lugares distintos de los
estados financieros.

Seis. El artículo 11 queda redactado del siguiente modo:

1. Cuando una entidad de crédito o un grupo consolidable de entidades
de crédito no alcancen los niveles mínimos de recursos propios
establecidos en el artículo 6.1 o los adicionales que sean exigidos por el
Banco de España de conformidad con lo previsto en el apartado 3
siguiente, la entidad, o todas y cada una de las entidades consolidables,
deberán destinar a la formación de reservas los porcentajes de sus
beneficios o excedentes líquidos que reglamentariamente se establezcan,
sometiendo a tal efecto su distribución a la previa autorización del Banco
de España.

La autorización se entenderá otorgada si transcurrido un mes desde la
recepción por el Banco de España de la oportuna solicitud no se hubiera
producido resolución expresa.

2. Las entidades de crédito o los grupos consolidables de entidades de
crédito que vulneren las limitaciones que se puedan establecer en virtud
del número 3 del artículo 6, adoptarán, en las condiciones que
reglamentariamente se determine, las medidas necesarias para retornar
al cumplimiento de las normas infringidas.

3. Con independencia de lo previsto en los apartados 1, 4, 5 y 6, y con la
misma finalidad prevista en el apartado 2, el Banco de España podrá,
cuando una entidad de crédito no cumpla con las exigencias contenidas
en este título, o en otras normas de ordenación y disciplina que
determinen requerimientos mínimos de recursos propios o de estructura
organizativa o de control interno adecuados, adoptar, entre otras, las
siguientes medidas:

a. Obligar a las entidades de crédito y sus grupos a mantener
recursos propios adicionales a los exigidos con carácter mínimo.

El Banco de España deberá hacerlo, al menos, siempre que
aprecie deficiencias graves en la estructura organizativa o en los
procedimientos y mecanismos de control interno, incluyendo en
especial los mencionados en el artículo 6.4 de la presente Ley, o
siempre que determine, de acuerdo con lo previsto en el artículo
10 bis.1.c que los sistemas y los fondos propios mantenidos a que
se refiere dicho precepto no garantizan una gestión y cobertura
sólidas de los riesgos. En ambos casos la medida deberá ser
adoptada cuando el Banco de España considere improbable que la
mera aplicación de otras medidas mejore dichas deficiencias o
situaciones en un plazo adecuado.
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b. Exigir a las entidades de crédito y sus grupos que refuercen los
procedimientos, mecanismos y estrategias adoptados para el
cumplimiento de dichas exigencias.

c. Exigir a las entidades de crédito y sus grupos la aplicación de una
política específica, bien de dotación de provisiones, bien de otro
tipo de tratamiento para los activos sujetos a ponderación a
efectos de las exigencias de capital, bien de reducción del riesgo
inherente a sus actividades, productos o sistemas.

d. Restringir o limitar los negocios, las operaciones o la red de las
entidades.

4. Las Cajas de Ahorro deberán destinar a reservas o fondos de previsión
no imputables a riesgos específicos, un 50 %, como mínimo, de aquella
parte de los excedentes de libre disposición que no sea atribuible a los
cuotapartícipes. Este porcentaje podrá ser reducido por el Banco de
España cuando los recursos propios superen en más de un tercio los
mínimos establecidos.

5. El Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta del Banco de España
y previa consulta con las autoridades a quien competa la vigilancia de la
obra benéfico-social de las cajas de ahorros, podrá autorizar, con
carácter excepcional, la aplicación de porcentajes de dotación a reservas
inferiores al que figura en el número 4 anterior, o a los que se
establezcan en función del número 1 de este artículo, cuando la
inversión o mantenimiento de obras sociales anteriormente autorizadas,
propias o en colaboración, no pudiera ser atendida con el fondo para la
obra benéfico-social que resultase de la aplicación de los números
citados. En tal caso, esas cajas no podrán incluir en sus presupuestos
inversiones en obras nuevas, propias o en colaboración.

6. Lo dispuesto en los números 1, 2 y 3 anteriores se entiende sin
perjuicio de la aplicación de las sanciones que en cada caso procedan
según la Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de las
Entidades de Crédito.

Siete. El apartado 1 del artículo 12 queda redactado del siguiente modo:

1. Cuando en un grupo consolidable de entidades de crédito existan
otros tipos de entidades financieras sometidas a requerimientos
específicos de recursos propios, el grupo deberá alcanzar, a efectos de
suficiencia de tales recursos, la más alta de las magnitudes siguientes:

a. La necesaria para alcanzar las exigencias de recursos propios que
se establezcan conforme a lo previsto en el artículo 6.1.

b. La suma de los requerimientos de recursos propios establecidos
para cada clase de entidades integrantes del grupo, calculados de
forma individual o subconsolidada, según sus normas específicas.
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Régimen transitorio.

1. Durante el primer y segundo períodos de doce meses posteriores al 31 de
diciembre de 2007, las entidades de crédito o los grupos consolidables de
entidades de crédito que utilicen calificaciones internas de riesgo de crédito
mantendrán recursos propios que serán en todo momento iguales o superiores
a los importes indicados en los apartados 3 y 4 de esta disposición.

2. Durante el segundo período de doce meses posterior al 31 de diciembre de
2007, las entidades de crédito o los grupos consolidables de entidades de
crédito que utilicen los métodos internos de medición de riesgo operacional
mantendrán recursos propios que serán en todo momento iguales o superiores
a los importes indicados en los apartados 3 y 4.

3. Para el primer período de doce meses previsto en el apartado 1, el importe
de los recursos propios será el 90 % del importe total de los recursos propios
mínimos que serían exigibles a la entidad o grupo de mantenerse la regulación
vigente a 31 de diciembre de 2007.

4. Para el segundo período de doce meses contemplado en el apartado 1, el
importe de los recursos propios será el 80 % del importe total de los recursos
propios mínimos que serían exigibles a la entidad o grupo de mantenerse la
regulación vigente a 31 de diciembre de 2007.

5. El cumplimiento de los requisitos de los apartados 1 a 4 se basará en los
importes de recursos propios totalmente ajustados, de modo que reflejen las
diferencias entre el cálculo de los recursos propios conforme a la regulación
vigente a 31 de diciembre de 2007, y el cálculo de los recursos propios
conforme a la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo, diferencias
derivadas del tratamiento por separado de las pérdidas esperadas y de las
pérdidas inesperadas.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Régimen transitorio de
determinadas emisiones.

Lo establecido en el apartado 5 de la disposición adicional segunda de la Ley
13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y
obligaciones de información de los intermediarios financieros, en cuanto a los
valores cotizados en mercados organizados y emitidos con cargo a fondos de
titulización hipotecaria, regulados por la Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre
régimen de sociedades y fondos de inversión inmobiliaria y sobre fondos de
titulización hipotecaria, y a los fondos de titulización de activos regulados por la
disposición adicional quinta de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se
adapta la legislación española en materia de entidades de crédito a la segunda
Directiva de coordinación bancaria y se introducen otras modificaciones
relativas al sistema financiero, será aplicable, igualmente, a las emisiones de
dichos valores cotizadas en mercados organizados realizadas con anterioridad a
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la entrada en vigor de la Ley 23/2005, de 18 de noviembre, de reformas en
materia tributaria para el impulso a la productividad.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA.

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogadas cuantas
disposiciones de igual o menor rango se opongan a lo en ella establecido.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Modificación del Real Decreto Legislativo
1298/1986, de 28 de junio, sobre Adaptación del Derecho vigente en materia
de Entidades de Crédito al de las Comunidades Europeas.

El Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre Adaptación del
Derecho vigente en materia de Entidades de Crédito al de las Comunidades
Europeas, queda modificado como sigue:

Uno. El apartado 1 del artículo 6 queda redactado del siguiente modo:

1. En el ejercicio de sus funciones de supervisión e inspección de las
entidades de crédito, el Banco de España colaborará con las autoridades
que tengan encomendadas funciones semejantes en Estados extranjeros
y podrá comunicar informaciones relativas a la dirección, gestión y
propiedad de estas entidades, así como las que puedan facilitar el control
de solvencia de las mismas y cualquier otra que pueda facilitar su
supervisión o sirva para evitar, perseguir o sancionar conductas
irregulares; igualmente, podrá suscribir, a tal efecto, acuerdos de
colaboración.

En el caso de que las autoridades competentes no pertenezcan a otro
Estado miembro de la Unión Europea, el suministro de estas
informaciones exigirá que exista reciprocidad y que las autoridades
competentes estén sometidas a secreto profesional en condiciones que,
como mínimo, sean equiparables a las establecidas por las leyes
españolas.

En el caso de que las autoridades competentes pertenezcan a otro
Estado miembro de la Unión Europea, el Banco de España facilitará a las
interesadas, por propia iniciativa, cualquier información que sea esencial
para el ejercicio de sus tareas de supervisión, y, cuando se le solicite,
toda información pertinente a iguales fines.

La información a que se refiere el párrafo anterior se considerará
esencial cuando pueda influir materialmente en la evaluación de la
solidez financiera de una entidad de crédito o de una sociedad financiera
de otro Estado miembro de la Unión Europea, e incluirá en especial:

a. La identificación de la estructura del grupo con filiales o
participadas en el correspondiente Estado miembro, y de la
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estructura accionarial de las principales entidades de crédito de un
grupo.

b. Los procedimientos seguidos para la recogida y verificación de la
información solicitada a las entidades del grupo.

c. Evoluciones adversas en la situación de solvencia de un grupo o
de sus entidades que puedan afectar gravemente a sus entidades
de crédito.

d. Sanciones por infracciones graves o muy graves y medidas
excepcionales adoptadas, en particular la solicitud de recursos
propios adicionales con arreglo a lo previsto en el artículo 11.3 de
la Ley 13/1985 y la imposición de limitaciones al uso de métodos
internos de medición del riesgo operacional.

Dos. Se introduce un nuevo apartado 1.bis al artículo 6, que queda redactado
del siguiente modo:

1 bis. El Banco de España consultará a las autoridades competentes
interesadas de otro Estado miembro de la Unión Europea, antes de
adoptar las siguientes decisiones, cuando dichas decisiones sean
importantes para la labor de supervisión de dichas autoridades:

a. Las contempladas en el artículo 58 de la Ley 26/1988, sea cual
sea el alcance del cambio en el accionariado que deba resolverse
en la decisión correspondiente.

b. Los informes que deba emitir en las operaciones de fusión,
escisión o cualquier otra modificación importante en la
organización o, gestión de una entidad de crédito, y que esté
sujeta a autorización administrativa estatal o autonómica.

c. Las propuestas de sanción por infracciones muy graves de
acuerdo con lo previsto en la Ley 26/1988, o las sanciones por
infracciones graves que lleven aparejada amonestación pública o
inhabilitación de administradores o directivos.

d. Las de intervención y sustitución recogidas en los artículos 31 a
37 de la Ley 26/1988.

e. La solicitud de recursos propios adicionales con arreglo a lo
previsto en el artículo 11.3 de la Ley 13/1985 y la imposición de
limitaciones al uso de métodos internos de medición del riesgo
operacional.

No obstante, en los casos indicados en las letras c, d, e siempre se
deberá consultar a la autoridad de la Unión Europea responsable de la
supervisión consolidada del grupo eventualmente afectado.

En cualquier caso, el Banco de España podrá no llevar a cabo la consulta
citada en el párrafo anterior en casos de urgencia, o cuando entienda
que la consulta puede comprometer la eficacia de las propias decisiones.
En esos casos informará sin demora a las autoridades interesadas de la
decisión final adoptada.
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DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Modificación de la Ley 26/1988, de 29 de
julio, de disciplina e intervención de las Entidades de Crédito.

La Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de las Entidades de
Crédito queda modificada como sigue:

Uno. Los apartados c y n del artículo 4 quedan redactados del siguiente modo:

c. Incurrir las entidades de crédito o el grupo consolidado o el
conglomerado financiero a que pertenezcan en insuficiente
cobertura de los requerimientos de recursos propios mínimos,
cuando estos se sitúen por debajo del 80 % del mínimo
establecido reglamentariamente en función de los riesgos
asumidos, o por debajo del mismo porcentaje de los
requerimientos de recursos propios exigidos, en su caso, por el
Banco de España a una entidad determinada, permaneciendo en
tal situación por un periodo de, al menos, seis meses.

n. Presentar la entidad de crédito, o el grupo consolidable o
conglomerado financiero a que pertenezca, deficiencias en su
estructura organizativa, en sus mecanismos de control interno o
en sus procedimientos administrativos y contables, incluidos los
relativos a la gestión y control de los riesgos, cuando tales
deficiencias pongan en peligro la solvencia o viabilidad de la
entidad o la del grupo consolidable o conglomerado financiero al
que pertenezca.

Dos. Se introducen dos nuevos apartados al artículo 4, que quedan redactados
del siguiente modo:

ñ. El incumplimiento de las políticas específicas que, con carácter
particular, hayan sido exigidas por el Banco de España a una
entidad determinada en materia de provisiones, tratamiento de
activos o reducción del riesgo inherente a sus actividades,
productos o sistemas, cuando las referidas políticas no se hayan
adoptado en el plazo y condiciones fijados al efecto por el Banco
de España y el incumplimiento ponga en peligro la solvencia o
viabilidad de la entidad.

o. El incumplimiento de las restricciones o limitaciones impuestas
por el Banco de España respecto de los negocios, las operaciones
o la red de una determinada entidad.

Tres. Los apartados h y r del artículo 5 quedan redactados del siguiente modo:

h. Incurrir las entidades de crédito o el grupo consolidable o
conglomerado financiero a que pertenezcan en insuficiente
cobertura de los requerimientos de recursos propios mínimos
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establecidos reglamentariamente o exigidos, en su caso, por el
Banco de España a una entidad determinada, permaneciendo en
tal situación por un periodo de, al menos, seis meses, siempre
que ello no constituya infracción muy grave conforme a lo
dispuesto en el artículo anterior.

r. Presentar la entidad de crédito, o el grupo consolidable o
conglomerado financiero a que pertenezca, deficiencias en su
estructura organizativa, en sus mecanismos de control interno o
en sus procedimientos administrativos y contables, incluidos los
relativos a la gestión y control de los riesgos, una vez haya
transcurrido el plazo concedido para su subsanación por las
autoridades competentes, y siempre que ello no constituya
infracción muy grave conforme a lo previsto en el artículo
anterior.

Cuatro. Se introducen dos nuevos apartados al artículo 5, que quedan
redactados del siguiente modo:

u. El incumplimiento de la obligación de hacer pública la información
a que se refiere el artículo 10 ter.1 de la Ley 13/1985, así como la
publicación de dicha información con omisiones o datos falsos,
engañosos o no veraces.

v. El incumplimiento de las políticas específicas que, con carácter
particular, hayan sido exigidas por el Banco de España a una
entidad determinada en materia de provisiones, tratamiento de
activos o reducción del riesgo inherente a sus actividades,
productos o sistemas, cuando las referidas políticas no se hayan
adoptado en el plazo fijado al efecto por el Banco de España y el
incumplimiento no sea constitutivo de infracción muy grave de
conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.

Cinco. Se introduce un nuevo apartado 1 bis al artículo 30 bis, que queda
redactado del siguiente modo:

1 bis. Las entidades de crédito y los grupos consolidables de entidades
de crédito dispondrán, en condiciones proporcionadas al carácter, escala
y complejidad de sus actividades, de una estructura organizativa
adecuada, con líneas de responsabilidad bien definidas, transparentes y
coherentes, así como de procedimientos eficaces de identificación,
gestión, control y comunicación de los riesgos a los que estén o puedan
estar expuestos, junto con mecanismos adecuados de control interno,
incluidos procedimientos administrativos y contables sólidos.

Como parte de esos procedimientos de gobierno y estructura
organizativa, las entidades de crédito y grupos consolidables de
entidades de crédito que presten servicios de inversión deberán respetar
los requisitos de organización interna recogidos en el apartado 2 del



www.patrulleros.com

21

artículo 70 ter de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores,
con las especificaciones que reglamentariamente se determinen.

La adopción de tales medidas se entiende sin perjuicio de la necesidad
de definir y aplicar aquellas otras políticas y procedimientos de
organización que, en relación específica con la prestación de servicios de
inversión, resulten exigibles a dichas entidades en aplicación de la
normativa específica del mercado de valores.

Seis. El apartado 4 del artículo 43 queda redactado del siguiente modo:

4. La autorización para la creación de una entidad de crédito se
denegará cuando ésta carezca del capital mínimo requerido; de una
estructura organizativa adecuada; de una buena organización
administrativa y contable o de procedimientos de control interno
adecuados, todo ello en los términos previstos en el artículo 30 bis.1 bis,
que garanticen la gestión sana y prudente de la entidad; o cuando sus
administradores y directivos, o los de su entidad dominante, cuando
exista, no tengan la honorabilidad comercial y profesional requerida, o
cuando incumpla los demás requisitos que reglamentariamente se
establezcan para ejercer la actividad bancaria.

Siete. Se introduce un nuevo apartado 1 bis al artículo 43 bis, que queda
redactado del siguiente modo:

Para el adecuado ejercicio de sus funciones de supervisión, tanto de las
mencionadas en el apartado anterior, como de cualesquiera otras que le
encomienden las leyes, el Banco de España podrá recabar de las
entidades y personas sujetas a su supervisión conforme a la normativa
aplicable cuantas informaciones sean necesarias para comprobar el
cumplimiento de la normativa de ordenación y disciplina a que aquellas
estén obligadas.

Con el fin de que el Banco de España pueda obtener dichas
informaciones, o confirmar su veracidad, las entidades y personas
mencionadas quedan obligadas a poner a disposición del Banco cuantos
libros, registros y documentos considere precisos, incluidos los
programas informáticos, ficheros y bases de datos, sea cuál sea su
soporte físico o virtual.

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Carácter básico.

La presente Ley tiene el carácter de legislación básica, de conformidad con lo
dispuesto en las reglas 11ª y 13ª del artículo 149.1 de la Constitución.
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DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Habilitación normativa.

Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo, ejecución y cumplimiento de lo previsto en esta Ley.

DISPOSICIÓN FINAL QUINTA. Incorporación de Derecho de la Unión
Europea.

Mediante esta Ley se incorpora parcialmente al derecho español la Directiva
2006/48/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2006,
relativa al acceso a la actividad de las entidades de crédito y a su ejercicio
(refundición).

DISPOSICIÓN FINAL SEXTA. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2008.

Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 10 bis de la Ley 13/1985, en la
redacción dada por el apartado cinco del artículo único de la presente Ley,
entrará en vigor el mismo día de la publicación de esta Ley en el Boletín Oficial
del Estado y podrá aplicarse respecto de las solicitudes mencionadas en la letra
c de dicho apartado que se hubieran recibido por el Banco de España en una
fecha anterior a la entrada en vigor de la citada disposición.

Lo dispuesto en la disposición transitoria segunda surtirá efectos a partir del día
siguiente al de la publicación de esta Ley en el Boletín Oficial del Estado.

Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que
guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 16 de noviembre de 2007.

- Juan Carlos R. -

El Presidente del Gobierno, José Luís Rodríguez Zapatero.


